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  Prefacio


  Leonardo Morlino


  Para los gobernantes y ciudadanos de un país que haya tenido una larga y difícil transición a la democracia, se presenta, casi inevitablemente, un problema relevante, tal vez el más relevante de todos: cómo mejorar la calidad democrática haciendo cuentas con el propio pasado, la propia cultura, y con los recursos disponibles, a menudo limitados o muy limitados. Este es el problema que Edgar A. Hernández analiza en su libro y al cual busca dar una respuesta apasionada y sumergida en el México de inicios del siglo xxi. Para penetrar y comprender mejor los distintos capítulos de su obra, es conveniente partir de algunos elementos definitorios: qué cosa entendemos por consolidación democrática al final de un recorrido por una determinada forma de democracia; qué cosa es la calidad democrática a la cual se debe aspirar y cuáles son los mecanismos, tradiciones culturales y recursos que forman parte de la tradición política y social de México y que pueden, incluso, ser un obstáculo para tal calidad.


  Retomando la literatura e investigaciones antecedentes sobre el tema (Morlino, 1998), se puede pensar que la consolidación es “un proceso complejo, a través del cual las estructuras democráticas, las normas y las relaciones entre el régimen y la sociedad civil son definidas de manera estable”.1 Este proceso implica el reforzamiento del régimen democrático, con el fin de evitar posibles crisis futuras. En otros términos, si en una democracia se da importancia a las relaciones entre las instituciones de gobierno y aquellas representativas, por un lado, y a la sociedad civil, por el otro, la consolidación puede ser vista principalmente como la construcción de relaciones representativas (más o menos) estables entre las instituciones de gobierno recién creadas, las estructuras intermedias emergentes y la propia sociedad civil. Tratándose de un proceso, puede suceder parcialmente y en algunos ámbitos más que en otros. Por lo tanto, es importante precisar cuáles son los principales fenómenos específicos que lo caracterizan. En la perspectiva que aquí interesa, es necesario poner atención en dos de estos fenómenos o sub-procesos. El primero se dirige desde la sociedad civil y los partidos hacia las instituciones de gobierno y, por ende, va de abajo hacia arriba: en este caso, los partidos son vistos en su función de expresión de las demandas de la sociedad y como medios de legitimación que crean o acompañan el consenso o apoyo hacia las instituciones de gobierno. El segundo fenómeno procede en el sentido opuesto: desde las instituciones y los partidos hacia los grupos o, en un sentido más amplio, la sociedad civil, y, por consiguiente, toma una dirección que va de arriba hacia abajo: en este caso, los partidos son entendidos como instituciones públicas que organizan, integran y, en algunas ocasiones, controlan a la sociedad a través de diversas modalidades de anclaje. De este modo, el consenso y la legitimación, por un lado, y el anclaje, por el otro, son las dos dimensiones principales de la consolidación.


  La hipótesis de fondo que ha emergido, sobre todo en estudios precedentes de Europa del Sur (Morlino, 1998; especialmente capítulos 3-5), puede sintetizarse de esta manera: la consolidación es el resultado de la legitimación y el anclaje combinados de modo diverso, de donde se desprende que la legitimidad es un conjunto de posturas positivas de la sociedad hacia sus instituciones democráticas, que son consideradas como la forma de gobierno más apropiada.2 En otros términos, la legitimidad existe cuando entre los ciudadanos se encuentra ampliamente difundida la convicción de que, a pesar de las insuficiencias y los fracasos, las instituciones políticas existentes son las mejores posibles. Tal como lo dice Linz (1978, trad. It. 1981: 40), “en el fondo, la legitimidad democrática se basa en el convencimiento de que para un país dado, y en una situación histórica dada, ningún otro tipo de régimen podría asegurar con mayor éxito la persecución de las finalidades colectivas”. La legitimación —o bien, el desarrollo y crecimiento de las posturas positivas hacia las instituciones políticas— es el proceso que comprende a la legitimidad y es un aspecto importante de la consolidación democrática. La mayor parte de los estudiosos reconoce el papel de la legitimación,3 aunque obviamente existen diversos problemas manifiestos que la investigación empírica puede afrontar y, eventualmente, resolver sobre casos concretos. Por ejemplo, se advierte la necesidad de definiciones más precisas de la legitimación, que distingan entre posturas y comportamientos y que revelen, también, los distintos grados de aceptación de las instituciones. Resulta, además, oportuno hacer una distinción entre la legitimación de la democracia tout court y aquella de un régimen democrático específico. Sería útil incluso la caracterización de las condiciones concretas y del intervalo de tiempo de tal aceptación respecto de las fases analizadas, comprendiendo la transición y la evaluación; finalmente, sería conveniente conducir el análisis a un nivel más profundo, para pasar la frontera de la legitimación y buscar las explicaciones de estas posturas y comportamientos.4 Además, para muchos países es viable considerar una versión más atenuada de la aceptación de las instituciones, que puede definirse como consenso y que es el conjunto de posturas de adquisición pasiva y aceptación de las instituciones por parte de la sociedad, que se limita a registrar la ausencia de cualquier alternativa política practicable. No se trata de elegir sino de aceptar lo que existe, aun si es percibido negativamente. Como sugiere Przeworski (1986: 51-52), en algunos casos lo que cuenta realmente no es la legitimidad “de este sistema de dominio particular, sino la presencia o la ausencia de alternativas más deseables”. En otros términos, el consenso está basado en la percepción difusa a nivel de masa en donde “no existe alternativa”. Asimismo, las posturas y creencias pueden permanecer inmutables, sin transformarse en acciones políticas; es decir, hay un problema de potencial incongruencia entre las posturas y los comportamientos. Puede tratarse de una reticencia a criticar a las instituciones, acompañada por la aceptación pasiva de éstas; también puede tratarse de algo habitual, rutinario y desilusionador respecto de la capacidad de la democracia para resolver los problemas relativos a la desocupación, la asistencia a los ancianos o la salud. La consecuencia de esto es una incongruencia entre las posturas de las elites y las masas —tal como surge de las entrevistas y sondeos de opinión— y de su propio comportamiento. Establecer qué cosa impide a las posturas transformarse en comportamientos coherentes es un problema significativo, que presenta numerosos aspectos y amerita ser analizado empíricamente.


  El aspecto empírico más importante tiene que ver, sin duda, con un doble fenómeno: desde el punto de vista de la consolidación, es importante advertir el consenso y la ausencia de reacciones negativas a nivel de masa y observar la legitimidad (o legitimación) y el apoyo a nivel de elite. Por otra parte, las elites de las cuales se habla son sobre todo elites partidarias, pero también actores institucionales que no ocupan cargos electivos. Me refiero a la burocracia y a los militares. En efecto, si la burocracia no colabora, la consolidación será más difícil; pero será casi imposible en caso de que los militares no acepten las reglas y las normas democráticas. El periodo requerido para la maduración de las posturas que sostengan al sistema puede variar de un caso a otro. En algunos casos, algunas posturas positivas se desarrollan rápidamente, mientras que en otros el proceso de legitimación es más largo: puede durar años, puede ser interrumpido por crisis y su contenido puede ser profundamente transformado por cambios políticos que tienen lugar al interior del régimen. Al inicio de la transición democrática y de la instauración puede comprobarse un cierto grado de rechazo, de reacción y de crítica hacia las instituciones precedentes. Esta es la base sobre la que se pueden construir posturas positivas durante la consolidación. La situación es distinta a nivel de las elites. De un lado, entre los militares, la burocracia y, ocasionalmente, la magistratura, el proceso de legitimación puede ser lento y gradual. Del otro, para la clase partidista en el poder, la aceptación y el apoyo son reacciones inmediatas para la creación de un régimen y pueden durar años. En forma análoga, la elite de la oposición expresará inmediatamente posturas políticas más o menos radicales, destinadas a cambiar lentamente. Entre los dos niveles —elite y masa— existe una coherencia tendencial. En cambio, es diferente el tiempo de reacción que habitualmente es más lento a nivel de la población. Resumiendo: para los fines de la consolidación son necesarias creencias y acciones por parte de las elites —junto con algunos otros elementos decisivos, favorables o contrarios a las instituciones— y la aceptación por parte de los ciudadanos.


  El funcionamiento concreto de una democracia se traduce, a nivel de masa, en la eficacia “percibida” del régimen. Resulta razonable suponer que la satisfacción de las demandas fundamentales, a través de acciones específicas de gobierno, pueda inducir a los ciudadanos a formar, mantener y reforzar posturas positivas hacia el régimen democrático. Seguramente, las percepciones de la población sobre la capacidad de un régimen para resolver los problemas relevantes son particularmente agudas en las nuevas democracias, en las que las posturas de apoyo al sistema ya descritas pueden no estar profundamente radicadas en la sociedad. La eficacia percibida de un régimen es, por lo tanto, el resultado de este conjunto de posturas, que están fundamentalmente ligadas a la legitimidad democrática y al reconocimiento de sus instituciones políticas como la forma de gobierno más apropiada. 5 Ello no obstante, puede sostenerse también la implicación inversa: si se considera en la sola perspectiva de los comportamientos, la eficacia puede influir sobre la legitimidad. Es la hipótesis sostenida inicialmente por Lipset (1959) y retomada también por Linz (1978). El proceso de “enganche” de la sociedad civil por parte de las elites e instituciones que aquí definimos como “anclaje” (Morlino, 2005), puede asegurar que la aprehensión o, incluso, el control, se dé sobre la sociedad en general o bien sobre alguno o algunos de los sectores específicos que la componen. El recurso metafórico del ancla y del anclaje ayuda a definir de manera más precisa las relaciones asimétricas que entran en juego cuando se considera la dirección que va de arriba hacia abajo. El “anclaje”, además, implica la posibilidad de una mutación y adaptación limitadas, si se considera que, una vez echada el ancla, la barca se puede mover en el agua sólo dentro de ciertos límites. Los partidos, por lo tanto, y en particular las elites partidistas, no son más vistos como la expresión de la sociedad civil, o sea, como los representantes de varios intereses en el ámbito de las decisiones y como los artífices del compromiso entre éstas, sino que adquieren ventajas directas de su propio mantenimiento y reforzamiento. Los partidos tienden, entonces, a institucionalizarse y desarrollar distintas formas de penetración, de regulación y hasta de control de la sociedad, aun manteniendo una cierta capacidad de adaptación, flexibilidad y mutación limitada.


  ¿Cómo se realiza este proceso? La respuesta más obvia parte de la clásica distinción entre la representatividad electoral y la representatividad funcional. En concreto, la primera implica un análisis de los partidos (y de las elites partidistas) en competencia mutua. Después de sucesivas elecciones y luego en el parlamento, la competencia se inicia y define —en formas más o menos estables y visibles— con base en modalidades y características específicas. La principal hipótesis que proponemos se funda en los análisis clásicos sobre la organización partidista y las elecciones.6 Ésta sugiere que, sobre todo en contextos altamente influidos por la ideología, la competencia obliga a los partidos a desarrollar organizaciones más eficientes y funcionales para conducir una propaganda electoral eficaz, estar presentes y activos en los intervalos electorales y crear y difundir una imagen muy definida a los ojos de los electores, incluso a través de la actividad parlamentaria. Una vez pasadas las campañas electorales, tras los efectos colaterales y no intencionales de la competencia, los partidos pueden adquirir la capacidad de orientar en cualquier medida las preferencias de la sociedad civil, a través de la estabilización de la oferta partidista y de su liderazgo (incluso a nivel parlamentario) y a través de la misma organización del partido y de la formación de identidades colectivas. No debe olvidarse que estos efectos se deben, en buena parte, a la aplicación de las mismas normas en elecciones sucesivas, dirigidas a regular la competencia partidista en cada democracia. Estas reglas incluyen el financiamiento público de los partidos, la fijación de límites y restricciones a la propaganda electoral, la existencia de umbrales más o menos altos para acceder a la competencia o para participar en la distribución de los asientos en las cámaras conforme a la fórmula electoral adoptada. Es necesario también asumir el análisis de otras reglas e instituciones, sobre todo aquellas reglas e instituciones que permiten a partidos y elites partidistas optimizar sus prestaciones. Piénsese, por ejemplo, en las reglas legales y constitucionales que fijan las relaciones entre gobierno y parlamento o en los reglamentos parlamentarios.


  Otras modalidades muy importantes de anclaje provienen también del circuito funcional, que requiere el examen de las relaciones que los partidos establecen con la sociedad civil, o sea, con las diversas elites económicas y no económicas, las asociaciones empresariales y los sindicatos, los sectores ligados a la agricultura, la industria y los servicios, y los ciudadanos en general. Se podría asumir que, en el circuito funcional, la capacidad de los partidos para dirigir y hasta controlar a los otros actores depende de algunas características específicas del Estado, así como de las reglas del régimen, del tipo de sistema partidario, de las características de los mismos partidos y de algunos aspectos de la sociedad. A falta de un término más apropiado, este fenómeno puede ser definido en su conjunto como la autonomía de la sociedad civil en sus distintos aspectos —elites económicas (principalmente empresariales), intelectuales y de información, así como las asociaciones de interés y otros tipos de asociación— respecto de las instituciones del Estado o de las elites partidistas y los partidos. Asumiendo el punto de vista opuesto, se puede hablar del control de las elites partidistas sobre la sociedad civil a través de las instituciones políticas.7 Hay aspectos importantes de este proceso de anclaje que deberían ser valorados. Éstos conciernen a las relaciones entre las elites partidistas y los partidos y: 1) las asociaciones organizadas, como las elites empresariales, los sindicatos, las asociaciones religiosas y los otros grupos de interés estructurados al interior del policy-making; 2) los intereses organizados, ligados al gobierno por un acuerdo cooperativo,8 y 3) las elites no organizadas pero activas, como, por ejemplo, los grandes y pequeños emprendedores privados, los intelectuales y los simples individuos que se encuentran dentro de una relación clientelar.


  Sobre el tema de los vínculos entre los partidos y las elites económicas, los sindicatos y las otras asociaciones económicas, es necesario observar si los partidos y el sistema partidista en su conjunto están en grado de jugar el papel de gatekeeping hacia los grupos. Este es el papel jugado por los partidos en el gobierno y en la oposición (o por el sistema partidista en su complejidad), al controlar el acceso de los grupos de interés al campo en donde se toman las decisiones, al establecer las prioridades frente a la diversidad de demandas y, si es posible, al buscar resolver los problemas cotidianos de los ciudadanos. En consecuencia, para las asociaciones de interés y otras elites, la intermediación partidista puede convertirse en el mejor modo de proteger sus intereses. Por otra parte, la noción de gatekeeping se aplicaría sólo al sistema partidista y no a la magistratura, la burocracia o el ejército; y, un aspecto aún más importante, el gatekeeping no es la única modalidad de relación que los partidos pueden desarrollar respecto a los grupos de interés. En efecto, puede emerger cierta disposición, denominada neo-corporativismo o concertación, que consistiría en el acuerdo entre instituciones de gobierno y organizaciones de interés de varios tipos en aquello que comúnmente se conoce como “triángulo neo-corporativo”, cuando, además del gobierno, también las asociaciones, tanto empresariales como sindicales, entran en acuerdos que habrán de determinar las principales políticas económicas de un país.9 Sobre todo ahí donde los factores de cultura tradicional como la obediencia y la pasividad se combinan con la consecuente escasa autonomía de la sociedad civil, siendo ésta la razón más recurrente de que se desarrolle el clientelismo en todas sus formas específicas, a menudo integrado a la búsqueda de legitimación a través de cualquier reconocimiento más o menos generalizado de derechos sociales, como los que se refieren a la salud o la asistencia a los ancianos. Tal es, precisamente, el ancla que se halla en el centro de la discusión del trabajo que aquí se prologa.


  En todo proceso de consolidación signado por ésta y otras anclas –y especialmente por diversas formas de clientelismo– ¿cuál calidad democrática es posible? Veamos, antes que nada, qué significa calidad democrática.10 Con respecto a la noción de “calidad”, si vemos el uso que se hace del término comúnmente en el mundo industrial y mercantil, emergen con claridad tres posibles connotaciones: 1) la calidad se define por los aspectos procedimentales establecidos cuidadosamente para cada producto; es decir, es importante seguir procedimientos de fabricación precisos y controlados en tiempo y forma; 2) la calidad consiste en contar con un producto que tenga ciertas características de elaboración, que esté hecho de ciertos materiales, que tenga formas y funcionamiento adecuados, junto con otros aspectos detalladamente definidos: es decir, se pone atención en el contenido; 3) la calidad del producto o el servicio deriva indirectamente de la satisfacción expresada por el cliente, por la demanda del mismo en más de una ocasión, independientemente de la forma en que fue elaborado o de sus contenidos actuales; este significado de calidad se basa simplemente en el resultado. Las tres diferentes nociones de calidad se formulan, por lo tanto, en relación con los procedimientos, el contenido y el resultado. Cada una tiene diferentes implicaciones para la investigación empírica. Aun con todos los ajustes exigidos por la complejidad del “objeto” bajo análisis —la democracia— sigue siendo necesario considerar estos conceptos mínimos de calidad mientras construimos definiciones y modelos de calidad de la democracia. Partiendo de estas premisas, sugeriré una definición de buena democracia y, por lo tanto, de calidad democrática, para después considerar en sus términos esenciales las principales dimensiones de variación.


  Una democracia de calidad es una “buena” democracia, si se le entiende como aquel ordenamiento institucional estable que, mediante instituciones y mecanismos que funcionan correctamente, realiza la libertad y la igualdad de los ciudadanos. Una buena democracia es, en primer lugar, un régimen ampliamente legitimado y, por tanto, estable, que satisface completamente a los ciudadanos (calidad con respecto al resultado): sólo para un complejo de instituciones que goza del pleno apoyo de la sociedad civil de referencia, es posible imaginar un avance ulterior en la realización de los valores propios del régimen. Si, por el contrario, las instituciones no son confiables, entonces muchas atenciones, energías y objetivos se consumirán por la necesidad de la consolidación o el mantenimiento, lo que, una vez superado el umbral mínimo, se vuelve un resultado apreciable. Segundo, los ciudadanos, las asociaciones y las comunidades que forman parte de este tipo de democracia, gozan de libertad e igualdad por encima de los mínimos (calidad con respecto al contenido). Tercero, los ciudadanos de una buena democracia tienen el poder de controlar y evaluar si el gobierno trabaja efectivamente por aquellos valores con pleno respeto a las normas vigentes, el así llamado rule of law; deben ser capaces de vigilar su aplicación eficiente y de evaluar la eficacia al tomar las decisiones y la responsabilidad política con respecto a las elecciones tomadas por el personal electo también en relación con las demandas expresadas por la sociedad civil (calidad con respecto al procedimiento). Obviamente, nos podemos encontrar con diversos grados de calidad y no sólo con formas diversas. En ambos casos sólo la investigación empírica permite indicar formas y grados prevalecientes. Referirse a una buena democracia es, como lo hace Hernández, reconocer que el buen gobierno es un gobierno democrático, “no tanto por el mandato que recibió de las urnas sino por su capacidad de ofrecer bienes públicos y servicios colectivos a la ciudadanía en general y a los más necesitados en lo particular”. Es en este marco, concluye, donde se inscribe la reivindicación de derechos ampliados que atiendan a necesidades emergentes y nuevos compromisos.


  Sobre la base de tal definición, una buena democracia tiene al menos ocho dimensiones de variación, que deben colocarse en el centro del análisis empírico. Las primeras cinco son dimensiones procedimentales, por cuanto se atienen principalmente a las reglas y sólo indirectamente a los contenidos. Éstas son: 1) rule of law o el respeto a la ley; 2) accountability o responsabilidad electoral; 3) accountability institucional; 4) participación y 5) competencia. La sexta dimensión concierne al resultado y tiene que ver con: 6) responsiveness o reciprocidad, es decir, la capacidad de respuesta que encuentra la satisfacción de los ciudadanos y la sociedad civil en general. Las últimas dos dimensiones sustantivas: 7) respeto pleno de los derechos que pueden ampliarse en la realización de las diversas libertades y 8) progresiva ampliación de una mayor igualdad política, social y económica. El arreglo democrático del cual se considera la calidad supone principalmente las instituciones y los mecanismos representativos. Como se verá en las conclusiones, elementos de democracia directa entran en la valoración de la calidad más alta de una democracia. Pero hacer de la democracia directa la expresión más alta de la calidad democrática e ignorar la experiencia secular de la democracia representativa y sus posibilidades concretas de mejoramiento presentes en sus instituciones, es algo totalmente abstracto. Aquí, por el contrario, se quiere considerar, precisamente, cómo es posible, al menos en el papel, mejorar la realidad existente, caracterizada por la prevalencia de democracias representativas cualitativamente distintas. En este sentido, la accountability, que hace referencia a la experiencia de la representación democrática, se vuelve una dimensión central en la medida que garantiza a los ciudadanos y a la sociedad civil en general, un medio efectivo de control sobre las instituciones políticas, permitiendo atenuar las dificultades que objetivamente se crean cuando se pasa de una democracia directa a una representativa.


  La accountability, pues, se basa implícitamente en dos asunciones de la tradición liberal que evidencian la interconexión entre todas las dimensiones enunciadas arriba. Primera asunción: si a los ciudadanos se les da genuinamente la oportunidad de evaluar la responsabilidad del gobierno, en términos de la satisfacción de sus propias necesidades y requerimientos, son capaces de hacerlo si poseen sobre todo una percepción relativamente precisa de sus propias necesidades. Segunda asunción: cada quien, solo o en grupo, es el juez de sus propias necesidades; no puede haber un tercero que decida por él sus necesidades. No explicitar estas dos asunciones es erróneo; es necesario, al contrario, tenerlas bien presentes. También es erróneo verlas solamente como una elección ideológica: cualquiera que ésta sea, se trata de reconocer que la experiencia de las democracias occidentales ha seguido una trayectoria liberal-democrática. Toda prospectiva de análisis sobre la calidad democrática debe considerar, por tanto, la realidad existente y eventualmente moverse desde ésta hacia una dirección marcada por una elección no liberal, pero igualitaria. En consecuencia, libertad e igualdad, como quiera que se entiendan, están vinculadas necesariamente a la responsabilidad y la responsiveness. Más aún, éste es el modo concreto para hacer más probable una mejor realización de libertad e igualdad desde el punto de vista del ciudadano y las asociaciones, en el ámbito de los mecanismos representativos. Con todo, también es indispensable para la buena democracia un eficiente respeto a la ley. El rule of law está entrecruzado con la libertad en el respeto a todas aquellas leyes que, directa o indirectamente, sancionan los derechos y su concreta realización. Ninguna libertad, igualdad o incluso la responsabilidad son posibles en la práctica si el respeto a la ley no se traduce en eficiencia y eficacia de las decisiones en las instituciones de gobierno y la administración. Más allá de los problemas de elección institucional, decidir y realizar políticas de calidad democrática tiene como presupuesto ineludible, precisamente, esta dimensión cuya ausencia volvería superfluo todo lo demás.


  Los principales sujetos de tal democracia son los individuosciudadanos, las comunidades territoriales y las asociaciones de diversas formas, como por ejemplo una comunión de valores y tradiciones o una comunión de objetivos. En este sentido, una buena democracia puede realizarse en referencia ya sea a cierto territorio y cierta población, controlados por instituciones estatales y de gobierno democráticas, ya sea a entidades más amplias. El punto esencial es que los sujetos en cuestión están en el centro de una buena democracia cuando los procesos que van de abajo hacia arriba son los más relevantes, y no viceversa. De esta manera, el pasaje de las dimensiones indicadas del nivel nacional al supranacional —aunque no sin complicaciones y dificultades— es posible manteniendo constantes los mismos elementos que caracterizan a cada dimensión. Es necesario articular la calidad democrática mediante las diversas dimensiones elaboradas arriba si pretendemos afirmar la complejidad del fenómeno analizado. Dicha articulación implica dos aspectos. Ante todo, cada dimensión puede presentarse en formas y grados diversos, lo que implica puntualizar no sólo los indicadores, medidas que revelen cómo y en qué grado cada dimensión está presente en los diferentes países, sino también los modelos de buena democracia. Esta información empírica deberá posibilitar posteriormente el control del eventual incremento de la calidad democrática, al menos en tiempos medios. El razonamiento desarrollado hasta aquí nos lleva a dirigir brevemente la atención sobre las dimensiones constitutivas de la calidad democrática y sus condiciones esenciales.


  El rule of law no es sólo la vigencia de algún sistema legal. El principio de la superioridad de la ley (el legum servi sumus ciceroniano); alguna capacidad, aunque limitada, para hacer que las autoridades respeten las leyes; las características de no retroactividad, generalidad, estabilidad, claridad, son elementos mínimos para la existencia de cualquier orden civil, así como requisitos para la consolidación democrática, junto con otros aspectos básicos como el control civil sobre los militares y la independencia del poder judicial. Aunque presente en grados y formas diversas, el rule of law relevante para el análisis de la “buena” democracia debe caracterizarse, por el contrario, por: la aplicación erga omnes de un sistema legal, también supranacional, que garantice derechos e igualdad de los ciudadanos; la consecuente ausencia, también en el nivel local, de áreas dominadas por organizaciones criminales; la ausencia de corrupción en los aparatos políticos, administrativos y judiciales; la existencia de una burocracia civil, central y local, competente, eficiente y universal en la aplicación de las leyes, responsable en caso de error; la existencia de fuerzas de policía eficiente y respetuosas de los derechos y las libertadas existentes y efectivamente garantizadas; el acceso igual y sin complicaciones de los ciudadanos a la justicia en caso de contencioso entre privados o entre éstos e instituciones públicas; una duración razonable del proceso penal y del contencioso civil o administrativo; la completa independencia del juez o del jurado de cualquier influencia del poder político. Para cada uno de estos puntos, relativos a la aplicación eficiente del sistema legal y la resolución equitativa del contencioso en el interior del sistema legal, existen diversos indicadores y datos relativos que pueden ser relevantes y analizados caso por caso, utilizando técnicas tanto cualitativas como cuantitativas. En su complejidad es posible, así, reconstruir para cada caso las características principales y el grado de rule of law existente en un cierto país.


  Un acercamiento a los problemas concretos de actuación debe considerar algunos aspectos contrastantes en los que se están concentrando numerosas investigaciones. Ante todo, una aplicación rigurosa de las leyes o, en ciertos casos, la relación con una burocracia sólo aparentemente eficiente, puede tener consecuencias negativas para la mayoría de los miembros más débiles y vulnerables socialmente (O’Donnell, 1999: 312-313). Más todavía, la continua y muy difundida tentación de los políticos de usar la ley contra los adversarios cuando, por ejemplo, la oposición es condenada a permanecer como tal por mucho tiempo y no tiene oportunidad de una victoria electoral, o cuando el gobierno ve en la intervención de un juez un modo para fortalecerse contra la oposición; en caso de colisión entre los políticos, la tentación por parte de los propios jueces a recurrir al juicio, con el apoyo de los media, contra ciertas decisiones políticas no consideradas aceptables. En una palabra: usar la aplicación de la ley como una verdadera y propia “arma política” (Maravall, 2002). Existe también una tendencia creciente entre ciudadanos o grupos económicos a recurrir a la ley para hacer valer sus intereses, llevando a una judicialización de las democracias contemporáneas. Finalmente, en contraste sólo aparente con los puntos anteriores, se pueden recordar posicionamientos culturales difusos a nivel de masas en diversos países, desde Europa del Sur a América Latina o también a Europa del Este —incluso demasiado presentes en el sector empresarial de aquellas áreas— que ven las leyes como un obstáculo severo para realizar sus propios intereses, por lo que deben ser evitados de cualquier forma.


  En resumen, el análisis empírico del rule of law democrático en un determinado país debe proceder cuidadosamente, debido a la existencia de tendencias contrastantes, pero permanece como un aspecto esencial de la calidad democrática. ¿Cuáles son, entonces, las condiciones fundamentales que permiten al rule of law estar presente en alguna medida no mínima y esencial? Investigaciones sobre varias dimensiones de este tema sugieren que la difusión de valores liberales y democráticos entre los individuos, y especialmente entre la elite, junto con la existencia de tradiciones burocráticas y los medios legislativos y sobre todo económicos para consentir su pleno desenvolvimiento, son las condiciones necesarias para el gobierno de la ley democrático. Empero, estas condiciones existen en muy pocos países y son muy difíciles de crear. Asimismo, es difícil cultivar y desarrollar esta dimensión de la calidad democrática. La estrategia más concreta y razonable sería proceder en corto, con pasos medidos que sigan las líneas y objetivos que emergieron arriba.


  Pasando a la segunda y a la tercera dimensión, la accountability o responsabilidad electoral y la accountability institucional son la obligación de los líderes políticos electos de responder por sus decisiones políticas cuando les es requerido por los ciudadanos electores u otros cuerpos constitucionales. Schedler (1999: 17) sugiere que la responsabilidad tiene tres características principales: la información, la justificación y el castigo/recompensa. El primer elemento, la información sobre el acto político o serie de actos de un político u órgano político (el gobierno, el parlamento, etcétera), es indispensable para evaluar la eventual responsabilidad; el segundo elemento se refiere a las razones suministradas por los gobernantes por sus acciones y decisiones; el tercero es la consecuencia diseñada por el elector o cualquier otra persona o cuerpo que realice una evaluación de la información, las justificaciones y otros aspectos e intereses detrás del acto político. Estos tres elementos requieren de la existencia de una dimensión pública caracterizada por el pluralismo, la independencia y la participación real de una gama de actores individuales y colectivos.


  La accountability puede ser electoral e institucional. La accountability electoral es la que puede hacer valer el elector en relación con el electo; el gobernado en relación con el gobernante sobre las acciones realizadas por este último. Esta accountability se caracteriza por ser periódica y dependiente de las diversas fechas electorales nacionales, locales y, eventualmente, supranacionales: el elector juzga y ejerce un poder de recompensa cuando vuelve a votar por el mismo candidato o la misma lista, o bien de castigo, cuando vota por un candidato distinto, se abstiene de votar o anula su boleta electoral. Asimismo, la accountability electoral configura una relación entre individuos políticamente desiguales, como son, justamente, el gobernado y el gobernante. Esta puede volverse más o menos continua, dependiendo de la frecuencia de las elecciones o en presencia de referendos sobre temas que conciernen al gobierno central. Para que exista accountability electoral debe haber un nivel de competencia política y de distribución de las fuerzas que consienta la alternancia en los diversos niveles gubernamentales. En ausencia de alternancia y, por lo tanto, de un sólido bipolarismo entre dos partidos, la accountability electoral sólo se puede dar a nivel de alternancia entre candidatos y es, por lo mismo, muy débil, cuando existe. La accountability institucional es la responsabilidad que los gobernantes tienen de responder a otras instituciones o actores colectivos que tienen la habilidad y el poder de controlar la conducta de los gobernantes. Se caracteriza por su continuidad, por ser formal y sustancialmente establecida y por el hecho de configurar una relación entre iguales. En concreto, se refiere a la actividad de control del gobierno que desarrolla la oposición en el parlamento; a las diversas valoraciones y decisiones emitidas por la Corte, si se encuentra activa, y por las cortes constitucionales, las agencias auditoras, los bancos centrales y otros cuerpos presentes en las democracias, y, finalmente, a la actividad desarrollada también fuera del parlamento por los partidos, los medios y las otras muchas asociaciones intermediarias, tales como sindicatos, asociaciones empresariales y similares (véase O’Donnell, 1999). Para que haya accountability institucional es necesario, sobre todo, un sistema legal que, como se mencionó anteriormente, provea los órganos de evaluación y control independientes, amén de estructuras intermediarias fuertes y bien establecidas, por ejemplo, los partidos; una oposición política responsable y vigilante; medios de comunicación independientes que estén conscientes de su función civil, y redes bien desarrolladas de organizaciones y asociaciones activas e informadas que compartan valores democráticos.


  Dada la bien conocida opacidad y complejidad de los procesos políticos, tanto en el momento de la información, como en el de la justificación y la evaluación, los políticos tienen una amplia oportunidad para manipular sus contextos al grado de absolverse de cualquier responsabilidad concreta. La subversión de la responsabilidad puede convertirse en una práctica frecuente de nuestras democracias. En esta línea, la responsabilidad se convierte frecuentemente en una frase recurrente más conectada a la imagen de un político que a cualquier decisión que pueda haber tomado o a resultados que pudiera haber alcanzado. Los resultados negativos son fácilmente justificados haciendo referencia a situaciones imprevistas o tomando ventaja de una prensa favorable para influir en la opinión pública. Al mismo tiempo, no debemos olvidar que, de los buenos resultados obtenidos gracias a un liderazgo cuidadoso (incluso si en ocasiones es a costa del sacrificio de los gobernados), se pueden obtener consecuencias negativas o punitivas para el líder titular en la próxima temporada electoral, cuando las incertidumbres del momento o un mejor manejo de la imagen por parte de la elite política contrincante, se convierten en aspectos dominantes de la campaña electoral.


  La misma acción, con frecuencia ideológica e instrumental, de los partidos u otros componentes de la oposición política, o incluso de actores mediáticos que están en posición de dirigir procesos públicos, en ocasiones en terrenos inconsistentes, reconfirma la dificultad de hacer valer la responsabilidad. La carencia de diferencias claras entre líderes titulares y líderes partidistas —el jefe de gobierno con frecuencia también controla los partidos— significa que los partidos, sean de oposición o de mayoría, están impedidos para desarrollar su papel de perros guardianes de sus electores. En el nivel parlamentario, la disciplina partidista es considerada más importante que la responsabilidad hacia los electores y, en la práctica, la mayoría parlamentaria apoya al gobierno sin controlarlo. Además, debe existir también una clara distinción entre el líder responsable, ya sea del gobierno o de la oposición, y los abogados intermediarios de los actores partidistas, que abarcan desde los militantes hasta los simpatizantes. Esto debe desencadenar posteriormente un proceso progresivo que oriente cómo los partidos deben controlar el gobierno u organizar su oposición. Como ya lo argumentó Maravall (1997), las formas mediante las cuales los líderes gubernamentales pueden evitar la responsabilidad son numerosas. Al mismo tiempo, si la responsabilidad institucional es nula o extremadamente débil, la responsabilidad electoral queda como el único instrumento para garantizar esta dimensión de la calidad de la democracia. Sin embargo, las oportunidades para poner en práctica la responsabilidad electoral son sólo periódicas y, en algunos casos, los ciudadanos deben esperar varios años antes de que la próxima elección tenga lugar. El resultado es que obtenemos un tipo de “democracia delegativa” (véase O’Donnell, 1994) —una democracia de pobre calidad en la que los ciudadanos emiten su voto y posteriormente son ignorados hasta la próxima elección—. Los ciudadanos son abandonados sin oportunidad alguna para controlar la corrupción y el mal gobierno, y no hay otras instituciones realmente capaces de garantizar la responsabilidad institucional.


  Las condiciones centrales para asegurar la accountability son, pues, bastante obvias y quedan más o menos claras por la discusión anterior. Sin embargo, algunas deben mencionarse explícitamente. Primero, además de las genuinas alternativas electorales y el bipolarismo entre los partidos políticos, para que cualquiera de las formas de responsabilidad tenga algún grado de efectividad, debe también estar presente la otra, para reforzarse mutuamente. Segundo, son necesarias las cortes de justicia y otras instituciones públicas independientes del ejecutivo y el legislativo, capaces de ejercer concretamente las revisiones previstas por la ley. Tercero, es también esencial que los ciudadanos interesados, educados e informados, que hayan internalizado los valores fundamentales de la democracia, permanezcan involucrados en el proceso político. La cuarta condición es la presencia de fuentes de información independientes. Finalmente, la responsabilidad electoral y la institucional son viables cuando una gama de actores intermediarios de distintas dimensiones, tales como los partidos y las asociaciones, están bien establecidos en el plano organizacional y presentes en la sociedad civil.


  Cuando se analiza la calidad democrática es frecuente referirse a la responsiveness o reciprocidad, es decir, a la capacidad de respuesta de los gobernantes a las demandas de los gobernados que son satisfechas. Tal dimensión está ligada a la precedente en el plano analítico. En efecto, el juicio de responsabilidad por parte de los gobernados conlleva también alguna conciencia de sus demandas y una evaluación de la respuesta de los gobernantes en términos de conformidad o no a tales demandas. Por lo tanto, la responsiveness se considera en conexión con la accountability. En su conjunto, Eulau y Karps (1977) ya habían evidenciado cómo la responsiveness es un modo de conjugar la representación —se puede añadir— “en acción”, analizándola en sus cuatro principales componentes en relación con las políticas en el centro de la atención pública, los servicios de seguridad a los individuos y grupos que se representan, la distribución de beneficios materiales a los propios representados mediante la administración pública o de otro modo, la creación de bienes simbólicos que refuerzan o reproducen un sentido de confianza y apoyo de los gobernados hacia los gobernantes. Sin embargo, ella presenta problemas muy complicados para el control empírico. Por una parte, se puede pensar que los ciudadanos, incluso los más cultos, informados y participativos, no siempre conocen sus deseos y necesidades, quizá en situaciones en las que nociones muy especializadas son indispensables para alcanzar a evaluar efectivamente aquellos deseos y necesidades. Por lo tanto, hay que recurrir a soluciones simplificadas. La medida de la satisfacción de los ciudadanos es con facilidad controlable empíricamente, mediante los sondeos que se han realizado durante años en muchos países, sobre todo los europeos occidentales, así como en países latinoamericanos y de Europa del Este, y ocasionalmente en otros. Una segunda medida de responsiveness se puede controlar indirectamente, considerando la distancia entre las personas y los gobiernos en determinadas políticas, y no sólo sobre la línea derecha/izquierda, como lo han hecho algunos estudiosos.


  Probablemente, la modalidad más relevante para evaluar esta dimensión, y que al final concierne, más que a la realidad, a la percepción que los ciudadanos tienen, es la legitimidad. Es decir, se vuelve a considerar un proceso fundamental de la consolidación democrática, pero en clave parcialmente distinta. En efecto, aquí ya no son relevantes, en sentido negativo, la simple aceptación de las instituciones vigentes o la obediencia “por falta de algo mejor”, dado el recuerdo negativo del pasado que permitió la consolidación democrática en muchos países. Se vuelve importante la difusión, desde las elites estrechas hasta el nivel de masas más amplio, del apoyo a las instituciones democráticas, las cuales se consideran como las únicas capaces de garantizar libertad e igualdad. La difusión de tales posicionamientos favorables a las instituciones democráticas vigentes y de los consecuentes comportamientos, mostraría la satisfacción e indirectamente alguna percepción de responsiveness por parte de la sociedad civil. Deberán existir, como una consecuencia ulterior de tan alta legitimidad, interés y participación política, de muchas formas. Sin embargo, análisis de este tipo muestran problemas y limites que no se pueden desarrollar aquí (véase Morlino 2005a). Asimismo, la actuación de la responsiveness tiene límites objetivos de al menos dos tipos. Frente a las posiciones de los ciudadanos están las posiciones de los gobernantes que, como ya se dijo, más que comprender las necesidades y responder a las demandas de aquéllos, se empeñan a menudo en maximizar su autonomía, influenciando en la percepción y la evaluación de esas mismas necesidades por parte de los gobernados, y aprovechándose de la complejidad de los problemas y de los cambios en la propia prioridad que éstos tengan, lo que puede ocurrir en el curso de una legislatura, cuatro o cinco años por lo general.


  A ello se puede añadir la existencia de problemas objetivamente difíciles de resolver con los recursos disponibles y los condicionamientos económicos de los presupuestos públicos, incluso en los países más ricos. Por ejemplo, si se tienen presentes las obvias demandas sobre pensiones y el mejoramiento de las condiciones de vida de una franja de población cuya longevidad promedio tiende a alargarse y, al mismo tiempo, los límites puestos por los balances estatales, una plena responsiveness en este sector simplemente es imposible. Si se tienen presentes los problemas generados por la desocupación y la inmigración, inmediatamente se percibe cómo la plena satisfacción, legitimidad y amplia responsiveness son inalcanzables en las actuales democracias, donde el descontento, la insatisfacción, el miedo a la pobreza y el relativo malestar democrático encuentran, por el contrario, cada vez más espacio, dejando abierta la puerta a soluciones populistas. Las condiciones centrales de la responsiveness están dadas por una sociedad civil estructurada, independiente, informada y participativa y por estructuras intermedias fuertes y activas. Es decir, son las mismas indicadas para la accountability. Por una parte, sólo aquel tipo de sociedad civil y de estructuras intermedias puede posibilitar la responsiveness; por la otra, el output gubernamental sólo tiene algún sentido esperarlo, en el marco de las democracias y sociedades ricas y desarrolladas —pese a todas las dificultades señaladas—, en la respuesta de los gobernantes. El factor económico, tan importante para explicar la consolidación democrática, se vuelve entonces relevante para los fines de alguna respuesta gubernamental a las exigencias de los ciudadanos y la población. Con respecto a los problemas de actuación, todas las consideraciones expuestas muestran las dificultades sin que se pueda construir un escenario optimista para el futuro: algunas tendencias hacen pensar que ciertos problemas de actuación pueden resolverse, pero coexisten con otros elementos —aspectos internacionales y supranacionales, transformaciones y debilitamiento sustancial de las estructuras partidistas— que ponen obstáculos ulteriores a la realización de aquellas dimensiones (véase las conclusiones).


  Libertad e igualdad son los valores que interpretan más completamente los ideales democráticos y, por lo tanto, no sólo se colocan en el centro de una definición normativa, sino que es necesario analizarlos también en su actuación más allá del umbral mínimo. En muchas ocasiones, diversos autores (véase Dahl, 1971) han evidenciado los derechos esenciales que deberían promoverse en una democracia. Para comenzar, se pueden recordar los derechos políticos o bien el derecho de voto, el derecho de los líderes políticos de competir por el apoyo (electoral), la posibilidad de ser electos a cargos públicos (sufragio pasivo). Pero en una buena democracia, el derecho político por excelencia, o sea, el derecho a votar o ser votado, puede darse potenciado y ampliado si los mecanismos electorales son capaces de dar al elector también el derecho de elegir al gobierno, formalmente (elección del jefe de Estado o primer ministro que sea también jefe de gobierno) o sólo en los hechos (en un contexto bipolar es electo como primer ministro el líder del partido o de la coalición vencedora). Un derecho de voto incluso más amplio emergería si el ciudadano pudiese en elecciones primarias influir o determinar las candidaturas electorales, o sea el electorado pasivo. Obviamente, persiste el problema de la ciudadanía política ampliada a los residentes adultos en un cierto territorio, para evitar la exclusión de los inmigrantes recientes. Son derechos civiles esenciales los relativos a la libertad personal, la defensa, la reserva, la libertad de domicilio, la libertad de circulación y de descanso, la libertad de emigración, la libertad y privacidad del correo, la libertad de manifestación del pensamiento y de expresión, la libertad de enseñanza, la libertad de prensa e información y, más todavía, la libertad de reunión, de asociación y organización, también política, además de la unión sindical. Asimismo, entre los derechos civiles un lugar destacado deberán tener los así llamados derechos civiles-económicos; entre los cuales destacan no sólo los derechos de propiedad y de iniciativa económica, pese a los límites sociales fijados por la ley, sino también los derechos relativos al empleo conectados con las modalidades de desenvolvimiento del trabajo, el derecho a una retribución justa, el derecho al reposo, la libertad de gestión sindical.


  Puesto que este conjunto de derechos civiles son establecidos por la gran mayoría de los sistemas legales democráticos, los aspectos relevantes para una buena democracia son, sobre todo, dos. El primero concierne a la posibilidad de enriquecer el patrimonio de los derechos y las libertades civiles de los ciudadanos, con tal de que no generen límites y daños a terceros. El segundo concierne a las modalidades concretas de actuación de aquellos derechos a favor de todos los habitantes en una cierta área. Aspecto, este último, que responde en parte a los problemas de eficacia señalados a propósito del rule of law. Como se sostenía en un párrafo anterior, por ejemplo, el derecho a la defensa se traduce también concretamente en el derecho a ser juzgados en tiempos razonables y de modo equitativo, amén de la posibilidad de tener acceso a la defensa incluso en caso de estatus económico modesto. Aunque descuidada en el plano teórico, tal sobreposición es inevitable si se quiere evidenciar cómo los derechos y la libertad son un “contenido” de la democracia en sí misma relevante.


  Los principales derechos sociales que pueden recordarse son: el derecho a la salud o a la integridad psicofísica, el derecho a la asistencia y la providencia social, el derecho a un trabajo, el derecho a niveles dignos de vida, el derecho de huelga, el derecho al estudio, el derecho a un ambiente saludable y, más en general, el derecho al ambiente y a la consecuente tutela ambiental, el derecho a la habitación. Para este conjunto de derechos no sólo se registran grandes diferencias entre países, sino también grandes problemas de actuación; o sea, hay una potencialidad de incremento de tales derechos mayor al de los precedentes. A propósito de estos tres conjuntos de derechos (políticos, civiles, sociales) el problema más importante está en los costos que para la colectividad suponen muchos de ellos, sobre todo los sociales. En consecuencia, hay la tentativa de rediseñar las políticas que sustancian los derechos sociales para aliviar la carga económica para la colectividad. Pero, como se sabe, la aplicación más amplia de los derechos sociales es el mejor medio a disposición para buscar atenuar las desigualdades, persiguiendo así el otro ideal democrático, siendo también el ámbito en donde se presentan las mayores carencias en numerosos países democráticos. Una de las condiciones centrales para el mejoramiento de este aspecto, pero no la única —por cuanto es necesaria, al menos, la voluntad política—, es que exista una sociedad rica capaz de proveer los medios para poner en marcha políticas de cohesión con respecto a los menos favorecidos y, al mismo tiempo, que existan sindicatos unidos y organizados, representantes efectivos de amplios grupos de trabajadores dependientes, capaces de obtener el reconocimiento y, eventualmente, la expansión de aquellos derechos.


  La realización de la igualdad vuelve a entrar, cuando es posible, todavía más en el ámbito de los objetivos utópicos, por lo demás no compartidos por todos los sostenedores de la democracia. En este sentido, se pueden considerar al menos dos estados de afirmación de este valor. El primero es mayormente aceptado y se refiere a la igualdad formal. El segundo pretende el logro de la igualdad sustancial. El primero concierne tanto a la igualdad frente a la ley como a la prohibición de discriminaciones por cuestiones de sexo, raza, lengua, religión, opinión y por condiciones sociales y personales. El segundo concierne a la remoción de los obstáculos que limitan la igualdad social y económica y, por lo tanto, se oponen “al pleno desarrollo de la persona humana y la efectiva participación de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país”. Así, por ejemplo, si bien todos los derechos que especifican cómo realizar los valores de libertad e igualdad en una democracia, a menudo se insertan en las cartas constitucionales de diversos países, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea anexa al Tratado de Niza (diciembre 2002) declina muy eficazmente todos los aspectos de dignidad, igualdad, solidaridad, ciudadanía y justicia concernientes a las dos dimensiones sustantivas discutidas. El problema, por lo tanto, no es entender y especificar aquellos valores: son ya parte de la cultura jurídica de varios países, en particular de la Europa ampliada, y además son exportables, cuando menos en términos de conocimiento, a muchos otros países no europeos. El problema es su actuación. Si hubiera una realización perfecta y completa del rule of law y la efectiva aplicación de la Carta de Niza en Europa y en el sistema legal de otros países, entonces existirían también las condiciones para alcanzar libertad e igualdad en todos aquellos países, europeos y no. El verdadero problema sigue siendo, por lo tanto, el de la actuación en ausencia de dos condiciones de fondo: en primer lugar, la plena, difundida y efectiva legitimidad, tanto a nivel de elites políticas como de masas, de las formas concretas mediante las cuales realizar los dos valores democráticos, tal y como son expresados por la Carta de Niza; en segundo lugar, la disponibilidad de los medios económicos y administrativos que permitan tal actuación.


  En este sentido, se plantea de nuevo un problema de legitimidad. Si, a propósito de la consolidación, la legitimidad contemplaba la aceptación y el apoyo de las reglas e instituciones democráticas y si, a propósito de la responsiveness, la presencia de posicionamientos y comportamientos indicaban satisfacción por el funcionamiento de la democracia vigente, se requiere, en relación a las dimensiones sustantivas de la calidad, un pleno y amplio apoyo al régimen que entienda realizar los valores arriba indicados. En efecto, en los propios países europeos esto ocurre muy poco, por cuanto en las diversas concepciones de democracia se tiene presente el aspecto de la eficiencia o la accountability; en el mejor de los casos se tiene una afirmación de la libertad que se queda en los derechos elementales, junto a una afirmación de la igualdad que engloba solamente los derechos sociales más importantes. Sin embargo, la afirmación concreta de aquellos valores encuentra resistencias y oposiciones no sólo por razones económicas —que a decir de muchos estarían plenamente justificadas—, sino también por la amplia presencia de concepciones que ensordecen la igualdad y cuya explicación puede dirigirse fácilmente a las tradiciones culturales del país más que a elecciones individuales.


  La conexión entre dimensiones procedimentales, que a su vez son sustantivas, debería, en este punto, ser bastante evidente. Una reflexión sobre las condiciones centrales enunciadas muestra que, para llevar el peso de la realización de aquellas dimensiones, es necesaria una sociedad civil democrática, participativa y dotada de recursos culturales y económicos. Es decir, dos dimensiones de las que no se ha hablado hasta ahora, participación y competencia, pero que son, según los resultados de un estudio (Diamond y Morlino, 2005), los “motores” de la calidad democrática, en cuanto relacionan dimensiones procedimentales, de resultado y sustantivas. Por lo tanto, por una parte, finalmente serán los cambios en la participación y en la competencia los que podrán eventualmente llevar a una calidad democrática diversa en un cierto país; por otra parte, queda claro que la afirmación de los valores de libertad e igualdad pasa, sobre todo, a través de su transformación en reglas formalizadas, instituciones o, cuando menos, rutinas o prácticas consuetudinarias, y por lo tanto entra a formar parte del sistema legal y de su actuación o rule of law. Además, la responsabilidad tendrá como base del juicio que le es propio algún grado diverso de creencia en aquellos valores y las decisiones políticas podrán —y deberán— ser juzgadas en relación con su capacidad o no de realizar aquellas creencias.


  Si en este punto, el mapa conceptual está más claro en sus líneas generales, debería ser todavía más evidente la relevancia del problema que se formula Hernández en su trabajo y la respuesta que propone al concluir. Una consolidación democrática en la cual el ancla clientelar es tan importante resulta un proceso que caracteriza a México, pero también a otros países a nivel internacional, desde Europa del Sur hasta otros latinoamericanos, Europa del Este, e incluso Asia, si por ejemplo se piensa en Corea del Sur. Sabemos, sin embargo, cómo el clientelismo puede contribuir a debilitar la rule of law; puede anular la accountability electoral y burlar la accountability horizontal; puede poner un freno a la misma competencia y transformar el significado de la participación que se convierte en pasiva y directa de las elites, en lugar de ser auténtica y propia de la sociedad civil; puede quitar sentido al mismo ejercicio de ciertos derechos, como el derecho político más importante, o sea, el voto; puede volver insuperable la desigualdad. En síntesis, puede constituir uno de los obstáculos principales, sobre todo si está fundado en la insuficiencia e incluso ausencia de alternativas de las cuales trata Hernández. Así pues, por una parte, se observa con evidencias un elemento que puede parecer paradójico dado que dicho fenómeno —en este caso, el clientelismo— contribuye de modo determinante a la consolidación democrática, pero al mismo tiempo va en contra de la calidad de la democracia. Por otra parte, es evidente la relevancia del tema para su difusión en áreas geopolíticas muy diversas, y su importancia también porque el clientelismo es, precisamente, uno de los obstáculos que deben eliminarse si se quiere dar un paso, aunque pequeño, hacia una mejor democracia. Si, además, se enfoca mejor el tema —tal como lo hace Hernández en este texto— el clientelismo, por una parte, y los derechos sociales, por la otra, están conectados; pero también por oposición el objetivo es eliminar los obstáculos clientelares y promover al mismo tiempo la calidad democrática.
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  Notas


  1 Los diferentes aspectos del proceso son mencionados también en la definición de Linz y Stepan (1996: 6), donde indican las dimensiones constitutivas, aquellas relativas al comportamiento y a la postura e interacciones entre cinco arenas diversas que se refuerzan recíprocamente (la sociedad civil, la sociedad política, la burocracia estatal, el gobierno y sus leyes y la sociedad económica) (ver ibidem, 7-15).


  2 Para un análisis más detallado de esta definición, véase Morlino (1980). Aquí se hace referencia a la legitimidad política y, consecuentemente, el mismo está limitado a este aspecto. No obstante, se podrían agregar dos dimensiones: la “legitimidad social” y la “legitimidad económica”. Sobre esto último véase Linz (1988: 65-113).


  3 Sin embargo, detrás de esta aparente visión común persisten numerosos problemas que emergen en los trabajos de muchos autores. Véase nuevamente Morlino (1998).


  4 Por otra parte, el análisis de la legitimidad y la legitimación no concierne sólo a las instituciones políticas, sino también al sistema socioeconómico. Debe pensarse, por ejemplo, cómo este problema se presenta en los procesos de consolidación de los países de Europa Oriental.


  5 En particular, Dahl (1971) enfatiza la eficacia percibida. La eficacia que aquí se menciona es aquella del régimen democrático, no la percepción de la “eficacia personal”.


  6 Entre otros autores, puede recordarse a Huntington (1968: 486): “la organización es el camino que lleva al poder político, pero también es el fundamento de la estabilidad política”; y más adelante, “quien organiza la política, controla el futuro”.


  7 El problema de la autonomía y del control, con referencia a las implicaciones normativas para los regímenes democráticos, ha sido desarrollado por Dahl (1982).


  8 Es importante notar que el campo de los grupos de interés organizados y los no organizados, así como aquel de los movimientos, puede ser complejo, rico y variado. Sin embargo, en este campo no es necesario considerar todo el conjunto de redes y de relaciones de interés. Es suficiente considerar a los grupos de interés organizados y aquellos no organizados, que tienen una relevancia decisiva para la consolidación y la crisis, y que tienen un impacto directo sobre el funcionamiento efectivo de una democracia específica. Para un análisis terminológico de los grupos de interés (y de los movimientos), así como un análisis específico de la consolidación democrática y de la representatividad de los grupos sociales, véase también Schmitter (1992).


  9 De la abundante literatura sobre el neo-corporativismo, aquí se puede recordar, por brevedad, sólo a Lehmbruch y Schmitter (1982).


  10 Aquí recomiendo principalmente a Morlino (2005a), y Diamond y Morlino (2005). Véase especialmente el capítulo sexto de este volumen. La definición mínima de rule of law sugerida por Maravall (2002), se refiere a “la aplicación de leyes que (i) hayan sido promulgadas y aprobadas siguiendo procedimientos preestablecidos; (ii) no sean retroactivas sino generales, estables, claras y jerárquicamente ordenadas; (iii) sean aplicadas a casos particulares por tribunales independientes del poder político y accesibles a todos, cuyas decisiones respondan a requisitos procedimentales y que establezcan la culpabilidad mediante proceso y medios ordinarios”. Esto es “simplemente” parte del artículo tercero de la Constitución italiana. En el sitio web de la Unión Europea se puede consultar el texto de la Carta. Para el problema de los significados de democracia a nivel de masas, véase Morlino (1998).


  Aunque parezca un reduccionismo, debe decirse que la ética de la política está en la política. No basta aludir a grandes valores [ni] suscribir códigos de conducta. Hay que dar pruebas de que se piensa en esos valores cuando se hace política y con las políticas que se hacen. Hay que hacer política, pues es el medio por el que se realizan los grandes fines constitucionales. [Pero si ésta] es sólo lucha por el poder, mera política electoral, el contrato no se cumple. Y aunque es cierto que el célebre contrato social de los filósofos fue sólo un mito, una hipótesis lógica para explicar el necesario poder del Estado, también es cierto que hay otro contrato menos metafísico y más empírico que se materializa en la obligación de los políticos de hacer política cumpliendo los compromisos que previamente contrajeron con sus electores. Es ahí, en los modos y las maneras de hacer política, donde no sólo deben cumplir sus fines, sino no traicionarlos.


  Victoria Camps


  (Las cursivas son de la autora)


  Presentación


  Concluyó el proceso electoral de julio de 2006 y los votantes decidieron finalmente quién relevaría al primer presidente de la república surgido de un partido distinto al que dominó la mayor parte del siglo xx. Sin embargo, lejos de lo que muchos supusieron hace seis años —cuando se saludaba la modernización política y se pronosticaba el rápido desmoronamiento del régimen anterior—, el marco en que tuvieron lugar estos comicios, el clima de desconfianza generado por sus detractores, así como los amagos de inestabilidad que siguieron, mostraron extravíos e incertidumbres que acusan la precariedad, si no es que abierta contradicción, con la que hasta ahora se ha podido redistribuir el poder, equilibrar los órganos del Estado y, ciertamente, alternar la titularidad del Ejecutivo Federal, pero arrostrando secuelas y reeditando algunos de los peores rasgos del autoritarismo como la utilización facciosa de las instituciones o el usufructo proselitista de los bienes públicos.


  Por lo mismo, si bien la atención de actores y observadores se centró en el tino y rectitud de las instancias encargadas de conducir y regular las elecciones, la mayor incógnita y, sobre todo, el desafío más grande que arroja esta experiencia atañe al tipo de democracia que estamos edificando, no tanto en función del signo político que triunfó en las urnas o de la magnitud de los ajustes de cuenta que vayan a prosperar respecto del pasado, cuanto por la eficacia con la que realmente dicha democracia influye o llegaría a influir en las prácticas políticas que, más allá de que las dicte un órgano central o se decidan en forma vertical, se plasman en el espacio y en la vivencia de cada comunidad, por ser ahí donde todos los días y en distintos frentes se entrevera el tejido social.


  En ese sentido, hablar de la posibilidad de que la vida colectiva trascienda la cotidianidad y, en la inmediatez del espacio donde transcurre, genere normas éticas y formas de hacer política propias y singulares, exige ver en la democracia no sólo un método con reglas y cauces para conferir atribuciones y asignar tareas, sino también —como en el federalismo— el medio para fortalecer la vida cívica local y revalorar al gobierno doméstico. Si uno de los mayores obstáculos a la gestación de una nueva cultura política —y, formando parte de ésta, de una cultura local de la política— lo representa el clientelismo, que en la época del partido dominante trajo consigo el manejo discrecional del aparato público, combatirlo debe ser el punto de partida para contrarrestar la herencia autoritaria, empezando, desde luego, en el terreno electoral, pero extendiéndose enseguida a los otros espacios donde el fortalecimiento del Estado trajo consigo el debilitamiento de la sociedad.


  Por supuesto, es difícil, aunque no imposible, que la competencia electoral trasluzca una vida política local en la que las prioridades y motivaciones de los actores escapan a la lógica clientelar de un Estado que se construyó a partir del centro y desde arriba. Debe reconocerse que, aun en las elecciones comunitarias, en las que la oferta política se centra por lo general en el valor de la convivencia y la corresponsabilidad, es usual que se repita —e incluso se perfeccione— el esquema del clientelismo, no sólo en el sentido de capitalizar alguna circunstancia política favorable, o recurrir en forma válida a los mecanismos de mercadotecnia que den mayor ganancia electoral, sino en términos de admitir que la percepción ciudadana en torno a los procesos electorales sigue respondiendo, casi de manera exclusiva, a la habilidad de generar recursos y condicionar respuestas.


  En suma, reproducir a nivel local la demanda-apoyo —generando pequeños Estados de bienestar o proyectándolos al menos— es sin duda el modo pragmático de ganarse a los votantes y tomar ventaja en una elección, pero es, sobre todo, la confirmación de que aún no se ha entendido en qué consiste la democracia. Ésta tiene que ver con la organización republicana y federalista del Estado, la división de poderes y competencias, el establecimiento de equilibrios y contrapesos; pero también se refiere al ejercicio de la política que, independientemente del impacto que aquélla logre en la esfera de las relaciones institucionales, asume compromisos y llega a acuerdos, sobre todo en el terreno donde transcurre la vida en común y en torno a los asuntos que le preocupan a la gente (Hirschman, 1978; Kelsen, 1992; Sartori, 1993).


  Dicha precisión, siendo en lo esencial de naturaleza jurídica, es sociológica también, pues exige hacerle un traje a la medida a cada expresión política local, según el contexto tanto social como el regional; esto es, el ámbito espacial en el que toda persona asume y ejerce las prerrogativas que le da la representación que su comunidad o ella misma se han hecho del fenómeno estatal. Por ello, revalorar la competencia electoral local significa tener un concepto de democracia basado en una renovada apreciación de lo público y lo privado, decantándolos y, a la vez, potenciándolos conforme a necesidades cambiantes y a fronteras que se ajustan permanentemente, hasta impactar en nuestra percepción del interés general, de lo que entra en el campo gubernamental y de lo que debe corresponder al papel que a los individuos toca desempeñar en la política que les es cotidiana e inmediata, pues en ello está implícita una definición de vida.


  En la medida en que todos asumamos, desde este enfoque, el desafío de construir la política desde abajo y dentro de la comunidad, habrá un México más integrado y, a la vez, heterogéneo, uniforme en su proyección al exterior; en el que se construyan proyectos de vida colectiva y en donde la mejor oferta política, más que una obra, un servicio o una gestión, sea la posibilidad de conducir cada uno su propio destino.


  Desde esta perspectiva se formuló el presente trabajo. Aquí se hallan argumentos para replantear la política social —en particular la dirigida a combatir la pobreza—, pero de modo que atender a los desposeídos y vulnerables no reditúe ni dependa de conseguir una determinada rentabilidad electoral. Para lograrlo, habrá que disponer cambios funcionales y estructurales que desemboquen en arreglos institucionales inéditos, una legalidad revigorizada y el fortalecimiento de nuestra organización federal y republicana (Cansino, 2004). Con esta certeza, debe examinarse hoy el fenómeno de la marginalidad y del subdesarrollo, de sus causas estructurales y las políticas que combaten al menos algunos de sus efectos aquí y en el resto de Latinoamérica, admitiendo que son problemas cuya raíz se hunde en el tiempo y se arraiga en el modelo económico seguido. Por supuesto, no puede escatimarse esfuerzo alguno ni rechazarse cualquier voluntad que contribuya a atacar la penuria en la que apenas sobreviven millones; pero se requiere tener claro que no es éste un quehacer sencillo ni voluntarioso, sino una labor ardua que exige continuidad y coherencia, estrategias sólidas y globales, apoyos sistemáticos y, en particular, una visión que excluya demagogias y paternalismos (Villareal, 1990). Precisión que es aún más pertinente cuando la política asistencial y la atención a grupos vulnerables siguen motivando, en la medida en que brindan lucimiento a quienes gobiernan o aspiran a hacerlo, la actuación del poder público hacia los desprotegidos.


  Contrario a eso, el objetivo tiene que ser otro: desarrollo social y, a la vez, crecimiento económico; calidad de vida para el mayor número posible y un acceso generalizado a los bienes materiales; libertad para el individuo y primacía de los derechos colectivos; participación de todos y acceso a la justicia para cada uno. Sólo de tal forma se puede vivir, más que la ilusión, la realidad democrática en la que lo importante no es recibir subsidios o participar de la asistencia pública, sino asumir y ejercer a plenitud la ciudadanía. Donde la democracia no es únicamente escuela, sino también cuna y casa (Behn, 1992; Bardach, 1993).


  Este ensayo consta de seis partes y una conclusión. En la primera, se hace la retrospectiva del proceso que, a lo largo de la primera mitad del pasado siglo, desembocó en la creación del sistema político clientelar que suplió a los comicios como fuente de legitimidad del poder, al reemplazar la normalidad democrática por una gestión abocada a convertir las respuestas públicas en apoyos sociales. Considerar este antecedente será de gran utilidad para entender, más adelante, el tránsito del “voto duro” tradicional, de origen rural y disperso, base histórica en que se apoyó el régimen autoritario de partido dominante, a un voto urbano localizable sobre todo en las zonas marginadas, concentrado y de una alta movilidad, característico de actores emergentes cuyas demandas y métodos de lucha apuntan más bien a la regularización en la tenencia del suelo o a la obtención de los servicios básicos, dispuestos a participar tanto de reivindicaciones masivas como de movimientos contestatarios (Loaeza, 1988).


  En la segunda parte, se analiza la relación de mutuo interés que se establece entre candidatos y votantes, en el marco de una democracia que, por el lastre de un pasado autoritario reciente o por haber entrado en fase temprana de descomposición a causa de sus contradicciones, puede llegar a ser de naturaleza pragmática y patrimonial, al regirse por criterios de pertenencia y adhesión que, a su vez, favorecen el reclutamiento y la manipulación. El objetivo de tal análisis será entender dicho vínculo, más allá de su intención proselitista, para reconocerlo como el medio a través del cual una clientela electoral pasa a ser una categoría social específica, y aun, una fuerza organizada que, sin integrarse formalmente a la estructura partidista ni sujetarse a sus cánones, cumple, a favor de ésta o de sus líderes, tanto tareas de convencimiento y difusión, como de presión y movilización (Salazar y Woldenberg, 2003).


  La tercera parte propone conferir a la referida noción de clientela un mayor valor explicativo y una connotación sociológica más rica y compleja. Para el efecto, se ofrece una amplia reflexión metodológica para precisar qué es una base social de apoyo electoral y cómo puede ésta, en su propia integración, adaptarse a los procesos de marginalidad e informalidad causados por el modelo de crecimiento económico urbanoindustrial que aquí se siguió. Como se advierte, la pretensión no es tanto bosquejar un marco de referencia conceptual, sino poner el acento en la dificultad de entender el comportamiento socioelectoral, desde una perspectiva que de entrada descarte los enfoques simplistas y renuncie a la interpretación sólo fenoménica, para lo cual se requerirá revisar el significado de bienestar, igualdad y, desde luego, democracia.


  En la cuarta parte, se bosqueja el escenario social en el que, por efecto de la redistribución de las oportunidades de desarrollo, quedaría minado el terreno para el aprovechamiento político de las demandas y la obtención de rentabilidad electoral en la atención de las necesidades. Según este planteamiento, será en la medida en que se retorne al origen de la democracia representativa en tanto una expresión local —y, sobre todo, participativa— de la comunidad organizada, como se avanzará en las experiencias de gestión vecinal o de “democracia de base” que, además de ensayar formas solidarias de resolver problemas comunes, librará a la administración de lo público de toda utilización clientelar, sea porque la acción colectiva se agota en la cotidianidad, sin esperar los ciclos electorales ni depender de la negociación de apoyos condicionados, sea porque el desarrollo social deja de ser una tarea gubernamental para devenir un modo de ser y vivir en sociedad.


  En la quinta parte, se recuentan los usos políticos de la pobreza. Debe advertirse que, con este ejercicio, no se buscó formular tesis conclusivas ni dar por terminada la investigación; de hecho, el trabajo se limita a ofrecer una visión general de autores y enfoques relacionados con el clientelismo político y, por lo tanto, carece de aportes originales o novedosos. Se trata de un primer acercamiento a un tema actual y complejo, asumiendo que no es factible enfrentar el desafío democrático en México sin visualizar la magnitud del dilema implícito en el atraso y las carencias de su población. Será en la medida en que el abandono y la desesperanza dejen de ser redituables para quienes participan en contiendas electorales y éstos desistan de medrar con las necesidades de los desposeídos, como se llegará a un gran acuerdo, intelectualmente honesto y políticamente eficaz, que cimiente el piso social al que tienen derecho todos los mexicanos.


  Por último, en la sexta parte se retoma la idea central del trabajo: no basta que las elecciones sean ahora creíbles y que la legitimidad que de ello resulta se traduzca en mayor estabilidad y en equilibrios duraderos; se trata, también, de que la gente se beneficie del ejercicio del poder y que éste acredite ser un real factor de justicia distributiva. A diferencia del Estado social autoritario, encargado de implantar una versión clientelar y patrimonialista de la economía del bienestar y que, por lo mismo, se destacó por prescindir del aval electoral, dada la preeminencia de otras formas de movilización social y legitimación política, hoy la prioridad es crear un Estado democrático, no tanto por el mandato derivado de las urnas, que de suyo es obligatorio, sino por la capacidad de ofrecer a todos, además de la real igualdad de oportunidades para una sociedad intrínsecamente diversa y desigual, tanto los bienes públicos como los servicios colectivos que exige la ciudadanía, en general, y los más necesitados, en particular. Es precisamente en este marco donde se inscribe, en una redimensionada esfera pública, la reivindicación de derechos ampliados que, al atender a necesidades emergentes y nuevos compromisos, bien podría trasladar la democracia electoral al plano social.


  Introducción: Deber y poder. Reflexiones en torno a la elección presidencial


  Al interés del ciudadano elector de obtener favores del Estado, corresponde el interés del político electo de concederlos. Entre uno y otro se establece una perfecta relación de do ut des: uno mediante el consenso confiere poder, el otro a través del poder recibido distribuye ventajas y elimina desventajas. Se comprende que no se puede tener contentos a todos [por lo que] la habilidad del político consiste, al igual que en el mercado, en comprender los gustos del público y quizás en orientarlos, [de suerte que] mientras la arena política está más formada con base en las reglas del juego democrático, donde todos tienen voz y pueden organizarse para hacerla oír, más necesario es que los organizadores del espectáculo mejoren sus prestaciones para que les aplaudan.


  Norberto Bobbio


  Gobernabilidad democrática en lugar de democracia ingobernable. Esta es la propuesta que en poco tiempo se ha posicionado como uno de los grandes temas en la agenda nacional. Sin embargo, pareciera olvidarse que el buen gobierno es el que acredita ser capaz de tomar decisiones y anticiparse a los efectos que éstas tendrán sobre el conjunto social. Un gobierno es bueno si resuelve los problemas que le competen y concilia las posturas antagónicas, pero también si ejerce el poder y lo hace de modo que pueda, legal y legítimamente, preservarlo. En pocas palabras: el mejor gobierno es aquel —verdad de Perogrullo— que mejor gobierna.

OEBPS/Images/cover.jpg
Edgar Hernandez Munoz

2usos

politicos
ipobreza

Politica social y clientelismo electoral
en la alternancia

Prefacio de Leonardo Morlino

3

EL_COLEGIO
MEXIQUENSE






OEBPS/Images/Falsa.jpg
Los usos politicos
de la pobreza

Politica social y clientelismo electoral
en la alternancia

Edgar Hernindez Mufioz

Prefacio de
Leonardo Morlino






OEBPS/Images/Portadilla.jpg
Los usos politicos
de la pobreza

Politica social y clientelismo electoral
en la alternancia





